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EL JUEZ CONSTITUCIONAL VS EL PUEBLO COMO 
PODER CONSTITUYENTE ORIGINARIO 

De cómo la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de  
Justicia de Venezuela avaló la inconstitucional convocatoria por 
el Ejecutivo Nacional de una Asamblea Nacional Constituyente, 

arrebatándole al pueblo su derecho exclusivo de convocarla 

Allan R. Brewer-Carías 

Profesor de la Universidad Central de Venezuela 

I. SOBRE LA NECESARIA E INDISPENSABLE PARTICIPACIÓN 
DEL PUEBLO EN LOS PROCESOS DE REVISIÓN O REFORMA DE 

LA CONSTITUCIÓN 

El Presidente de la República de Venezuela anunció el 1º de mayo de 2017 
que convocaría una Asamblea Nacional Constituyente que es uno de los 
mecanismos previstos en la Constitución para reformar la Constitución en la 
forma más radical, ya que se prevé para transformar el Estado, crear un nuevo 
ordenamiento jurídico y redactar una nueva Constitución. 

En cumplimiento de tal anuncio, evidentemente inconstitucional pues solo 
el pueblo puede convocar dicha Asamblea, dictó el Decreto Nº 2803 de 1º de 
mayo de 2017 convocando la Asamblea Nacional Constituyente,1 y 
posteriormente el Decreto Nº 2878 de 23 de mayo de 20172 mediante el cual 
definió “las bases comiciales” para la misma, que fue complementado 
posteriormente mediante Decreto Nº 2.889 de fecha 4 de junio de 2017.3 

Dicha convocatoria de una Asamblea Nacional Constituyente por parte del 
Presidente de la República sustituyéndose al pueblo, fue evidentemente 
inconstitucional y fraudulenta. 

Como lo explicamos hace unos años, en efecto, conforme a la Constitución 
de 1999 es indispensable la participación directa del pueblo mediante referendo 

                                                        
1  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.295 Extra de 1 de mayo de 2017. 
2  Véase en Gaceta Oficial Nº 41.156 de 23 de mayo de 2017. 
3  Véase en Gaceta Oficial N° 41.165 de 5 de junio de 2017. 
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en todos los tres mecanismos que se regulan para la reforma o revisión 
constitucional, incluyendo por supuesto la Asamblea Nacional Constituyente.  

Entonces resumimos el régimen constitucional en la materia, indicando que 
la revisión o reforma constitucional: 

“se puede realizar mediante la adopción de enmiendas y reformas que siempre 
requieren de la aprobación popular por la vía de referendo. En cuanto a la convocatoria 
de una Asamblea Nacional Constituyente, la misma debe ser convocada por referendo, 
aun cuando la nueva Constitución no tiene que ser aprobada por el pueblo. 

Los artículos 340 y 341 de la Constitución regulan las Enmiendas constitucionales, 
las cuales deben tener por objeto la adición o modificación de uno o varios artículos de 
esta Constitución, sin alterar su estructura fundamental; debiendo tramitarse conforme 
al artículo 341, en la forma siguiente: 

1.  La iniciativa puede partir del quince por ciento de los ciudadanos inscritos en el 
Registro Civil y Electoral; o de un treinta por ciento de los integrantes de la 
Asamblea Nacional o del Presidente de la República en Consejo de Ministros. 

2.  Cuando la iniciativa parta de la Asamblea Nacional, la enmienda requiere la 
aprobación de ésta por la mayoría de sus integrantes y se debe discutir, según el 
procedimiento establecido en esta Constitución para la formación de leyes. 

3.  El Poder Electoral debe someter a referendo las enmiendas a los treinta días 
siguientes a su recepción formal. 

4.  Se consideran aprobadas las enmiendas de acuerdo con lo establecido en esta 
Constitución y en la ley relativa al referendo aprobatorio. 

5.  Las enmiendas deben ser numeradas consecutivamente y se deben publicar a 
continuación de la Constitución sin alterar su texto, pero anotando al pie del 
artículo o artículos enmendados la referencia de número y fecha de la enmienda 
que lo modificó. 

El Presidente de la República está obligado a promulgar las enmiendas dentro de 
los diez días siguientes a su aprobación. Si no lo hiciere, se aplicará lo previsto en la 
Constitución (Art. 346). En este último caso, se aplica el artículo 216 de la Constitución, 
el cual establece la obligación del Presidente y de los Vicepresidentes de la Asamblea 
Nacional de promulgar la ley cuando el Presidente de la República no lo hiciere en los 
lapsos respectivos. 

 

 

En segundo lugar, en cuanto a las Reformas constitucionales, conforme al artículo 
342 de la Constitución, las mismas tienen por objeto una revisión parcial de la misma 
y la sustitución de una o varias de sus normas que no modifiquen la estructura y 
principios fundamentales del texto constitucional. 

La iniciativa de la Reforma puede ser tomada por la Asamblea Nacional mediante 
acuerdo aprobado por el voto de la mayoría de sus integrantes; por el Presidente de la 
República en Consejo de Ministros; o por un número no menor del quince por ciento 
de los electores inscritos en el Registro Civil y Electoral. 

El artículo 343 de la Constitución regula el trámite de la iniciativa de reforma 
constitucional por la Asamblea Nacional en la forma siguiente: 



3 
 

1.  El proyecto de reforma constitucional debe tener una primera discusión en el 
período de sesiones correspondiente a la presentación del mismo. 

2.  Una segunda discusión por Título o Capítulo, según fuera el caso. 

3.  Una tercera y última discusión artículo por artículo. 

4.  La Asamblea Nacional debe aprobar el proyecto de reforma constitucional en 
un plazo no mayor de dos años, contados a partir de la fecha en la cual conoció 
y aprobó la solicitud de reforma. 

5.  El proyecto de reforma se debe considerar aprobado con el voto de las dos 
terceras partes de los o las integrantes de la Asamblea Nacional. 

El proyecto de reforma constitucional aprobado por la Asamblea Nacional, 
conforme lo exige el artículo 344 de la Constitución, debe ser sometido a referendo 
dentro de los treinta días siguientes a su sanción. El referendo se debe pronunciar en 
conjunto sobre la reforma, pero puede votarse separadamente hasta una tercera parte de 
ella, si así lo aprobara un número no menor de una tercera parte de la Asamblea 
Nacional o si en la iniciativa de reforma así lo hubiere solicitado el Presidente de la 
República o un número no menor del cinco por ciento de los electores inscritos en el 
Registro Civil y Electoral. 

La Reforma constitucional se debe declarar aprobada si el número de votos 
afirmativos es superior al número de votos negativos. La iniciativa de reforma 
constitucional que no sea aprobada no puede presentarse de nuevo en un mismo período 
constitucional a la Asamblea Nacional (Art. 345). 

El Presidente de la República está obligado a promulgar las reformas dentro de los 
diez días siguientes a su aprobación. Si no lo hiciere, se aplicará lo previsto en la 
Constitución (Art. 346). En este caso, igual que en las enmiendas, se aplica el artículo 
216 de la Constitución. 

Por último, conforme al artículo 347 de la Constitución, el pueblo, como 
“depositario del poder constituyente originario,” puede convocar una Asamblea 
Nacional Constituyente con el objeto de transformar el Estado, crear un nuevo 
ordenamiento jurídico y redactar una nueva Constitución. La voluntad del pueblo debe 
manifestarse mediante un referendo decisorio que debe ser convocado como se indica 
en el artículo 348, a iniciativa del Presidente de la República en Consejo de Ministros; 
de la Asamblea Nacional, mediante acuerdo de las dos terceras partes de sus 
integrantes; de los Consejos Municipales en cabildo, mediante el voto de las dos 
terceras partes de los mismos; o del 15% de los electores inscritos en el registro Civil y 
Electoral. La Constitución no exige que la nueva Constitución que apruebe la Asamblea 
Nacional Constituyente deba someterse a la aprobación popular.”4 

No tiene ningún sentido, por tanto, en el ordenamiento jurídico venezolano, 
sostener que en la Constitución de 1999, para por ejemplo cambiar una “coma” 
de un artículo de la Constitución mediante Enmienda Constitucional, o cambiar 
el sentido de un artículo constitucional con alguna regulación sustancial 
mediante la Reforma Constitucional se requiere de la participación del pueblo 
mediante referendo aprobatorio, y que para cambiar TODA la Constitución, 
transformar el Estado y crear un nuevo ordenamiento jurídico mediante una 

                                                        
4  Véase lo expuesto en Allan R. Brewer-Carías, Reforma constitucional y fraude a la 

Constitución (1999-2009), Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Colección 
Estudios Nº 82, Caracas 2009, pp. 52-54. 
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Asamblea Nacional Constituyente no se requiera de la participación del pueblo 
mediante referendo de convocatoria.  

Es un fraude a la Constitución y a la voluntad popular sostener que como en 
la Constitución solo se hace mención a referendo aprobatorio en el caso de la 
Enmienda Constitucional y de la Reforma Constitucional, que en consecuencia 
no es necesario el referendo de convocatoria en el caso de la Asamblea 
Constituyente a pesar de que la Constitución reserva al pueblo su convocatoria. 

Y eso es precisamente lo que hizo la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia, consolidando el fraude constitucional, en dos sentencias 
dictadas a comienzos de junio de 2017. 

II. EL FRAUDE A LA CONSTITUCIÓN Y 
A LA VOLUNTAD POPULAR POR PARTE DE LA SALA  

CONSTITUCIONAL DEL TRIBUNAL SUPREMO AL NEGARLE AL 
PUEBLO SU PODER EXCLUSIVO DE CONVOCAR UNA  

ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE 

La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, con motivo de la 
inconstitucional convocatoria por parte del Presidente de la República, ha 
comenzado a completar el fraude constitucional, al “interpretar” los artículos 
347 y 348 de la Constitución mediante sentencia Nº 378 de 31 de mayo de 
2017,5 concluyendo con un simplismo inconcebible, que: 

“De tal manera que, el artículo 347 define en quien reside el poder constituyente 
originario: en el pueblo como titular de la soberanía. Pero el artículo 348 precisa que la 
iniciativa para ejercer la convocatoria constituyente le corresponde, entre otros, al 
“Presidente o Presidenta de la República en Consejo de Ministros”, órgano del Poder 
Ejecutivo, quien actúa en ejercicio de la soberanía popular.  

En los términos expuestos anteriormente, la Sala considera que no es necesario ni 
constitucionalmente obligante, un referéndum consultivo previo para la convocatoria 
de una Asamblea Nacional Constituyente, porque ello no está expresamente 
contemplado en ninguna de las disposiciones del Capítulo III del Título IX.”.  

Esta absurda conclusión, que contaría la letra del artículo 347 de la 
Constitución,6 la elaboró la Sala a la medida de lo que quería el régimen con 
ocasión de decidir un recurso de interpretación de dichas normas formulado 
quince días antes por un abogado “actuando en nombre propio,” en el cual 

                                                        
5  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/mayo/199490-378-315-17-2017-

17-0519.HTML. Véase sobre esto el documento: “El Juez Constitucional vs. el pueblo, 
como poder constituyente originario,” (Sentencias de la Sala Constitucional Nº 378 de 
31 de mayo de 2017 y Nº 455 de 12 de junio de 2017), 16 de junio de 2017, en 
http://allanbrewercarias.net/site/wp-content/uploads/2017/06/161.-doc.-Sobre-pro-
ceso-constituyente-SC-sent.-378-y-455.pdf. 

6  Artículo 347. El pueblo de Venezuela es el depositario del poder constituyente 
originario. En ejercicio de dicho poder, puede convocar una Asamblea Nacional 
Constituyente con el objeto de transformar el Estado, crear un nuevo ordenamiento 
jurídico y redactar una nueva Constitución. 
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básicamente argumentó que para que el pueblo en ejercicio del poder 
constituyente originario pudiese convocar una Asamblea Nacional 
Constituyente, debía hacerlo mediante referendo que debía realizarse una vez 
que se tomara la iniciativa por los legitimados para ello ante el Consejo 
Nacional Electoral,7 el cual al recibirla debía someterla a “consulta al soberano 
como poder originario para que se manifieste en mayoría si está de acuerdo 
que se realice o no el proceso Constituyente.” 

El peticionante formuló el recurso de interpretación, según se reseña en la 
sentencia, porque el Presidente de la República y algunos de sus Ministros 
argumentaron públicamente:  

“que ya no hacía falta la manifestación del pueblo en cuanto a la activación de la 
Constituyente, y que además como quien realizo (sic) la iniciativa era el presidente (sic) 
de la República pues es el (sic) quien debe presentar los candidatos realizar la 
escogencia de los mismos, invitando a todos a inscribirse para su elección (…)” 
(mayúsculas y resaltado del escrito).”  

En definitiva, estas fueron según la Sala las dudas e interrogantes planteadas 
por el recurrente:  

“-Será que el termino (sic) la iniciativa deba entenderse como un todo, y que solo 
lo indispensable sería entonces aprobar o no el proyecto que presente de modelo de 
Constitución luego de discutida.  

-[S]erá que no se requiere que el soberano poder originario evalué (sic) si acepta, si 
está de acuerdo o no, con una nueva Constitución. 

-Será que solo emitirá el voto de aprobación o no al proyecto ya presentado por 
quien ejerció la iniciativa. 

La Sala, luego de declararse competente para conocer del recurso de 
interpretación abstracta de la Constitución, inconstitucionalmente establecido 
en forma pretoriana por la sentencia Nº 1077, del 22 de septiembre de 2000 (caso: 
Servio Tulio León), y luego recogida en el artículo 25 de la Ley Orgánica del 
Tribunal Supremo de Justicia de 2004, procedió a admitirlo declararlo 
considerando que el recurrente tenía la legitimidad necesaria. 

“por su interés legítimo, como parte del poder originario, como venezolano y 
profesional del derecho y ante el clamor popular, vista la ambigüedad e incertidumbre 
jurídica de los artículos 347 y 348 de la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela, manifestada en la realización de la iniciativa y la consulta para la elección 
de los integrantes de la Asamblea Nacional Constituyente, así como la iniciativa o 
solicitud al Consejo Nacional Electoral a los fines de que realice la consulta al poder 
originario, para que manifieste si está de acuerdo en que se efectúe o no el proceso 
constituyente, el cual podría iniciarse a finales del mes de julio del año 2017, lo cual 

                                                        
7  Artículo 348. La iniciativa de convocatoria a la Asamblea Nacional Constituyente 

podrán tomarla el Presidente o Presidenta de la República en Consejo de Ministros; la 
Asamblea Nacional, mediante acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes; los 
Concejos Municipales en cabildo, mediante el voto de las dos terceras partes de los 
mismos; o el quince por ciento de los electores inscritos y electoras inscritas en el 
Registro Civil y Electoral. 
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resulta un hecho notorio y comunicacional, visto el Decreto N° 2.830, dictado el 1° de 
mayo de 2017, por el Presidente de la República Bolivariana de Venezuela, ciudadano 
Nicolás Maduro Moros.” 

Y luego de declarar el asunto planteado como “de mero derecho, en tanto 
no requiere la evacuación de prueba alguna al estar centrado en la obtención de 
un pronunciamiento interpretativo,” la Sala pasó de inmediato a decidir, “sin 
más trámites” sobre “el alcance y el contenido de los artículos 347 y 348 de la 
Constitución,” en particular en: 

“lo relativo a la realización de la iniciativa y la consulta para la elección de los 
integrantes de la Asamblea Nacional Constituyente, así como la iniciativa o solicitud al 
Consejo Nacional Electoral, a fin de que realice la consulta al poder originario, para 
que manifieste si está de acuerdo en que se efectúe o no el proceso Constituyente.” 

Después de copiar el texto de los artículos 347 y 348 de la Constitución, y 
recordar que la Constitución de 1961, a pesar de contemplar las figuras de la 
Enmienda y Reforma, no contempló la de “la Asamblea Constituyente para que 
el pueblo, como poder constituyente originario, pudiera redactar un nuevo texto 
fundamental,” la Sala pasó a referirse al proceso de interpretación del artículo 
4 de la Constitución (1961) y el artículo 181 de la Ley Orgánica del Sufragio y 
Participación Política que en 1998 intentaron unos ciudadanos en diciembre de 
1998, “con la finalidad de aclarar si era posible, con base en el, convocarse un 
referéndum consultivo para que el pueblo determinara si estaba de acuerdo con 
la convocatoria de una Asamblea Constituyente,” que concluyó en la sentencia 
de la Sala Político Administrativa de la antigua Corte Suprema de Justicia, de 
19 de enero de 1999,8“ en la cual dicha Sala lo único que resolvió fue a través 
de un referendo consultivo podía: 

“ser consultado el parecer del cuerpo electoral sobre cualquier decisión de especial 
trascendencia nacional distinto a los expresamente excluidos por la propia Ley 
Orgánica del Sufragio y Participación Política en su artículo 185, incluyendo la relativa 
a la convocatoria de una Asamblea Constituyente” (subrayado de este fallo). 

Nada dijo la Sala Constitucional, sin embargo, sobre la segunda pregunta 
que entonces se le formuló y que no fue respondida en 1999 por la antigua 
Corte Suprema, sobre si se podía convocar una Asamblea Constituyente (no 
prevista en la Constitución se 1961) sin reformar previamente la Constitución; y 
solo se refirió a las vicisitudes de la convocatoria de entonces al referendo 
consultivo por el Presidente de la República mediante Decreto N° 3 del 2 de febrero 
de 1999, y las modificaciones de las “bases comiciales” de entonces como 
consecuencia de otras decisiones judiciales, entre ellas, “la sentencia de la Corte 

                                                        
8  Véase sobre dicha sentencia los comentarios en Allan R. Brewer-Carías, Poder 

constituyente originario y Asamblea Nacional Constituyente (Comentarios sobre la 
interpretación jurisprudencial relativa a la naturaleza, la misión y los límites de la 
Asamblea Nacional Constituyente), Colección Estudios Jurídicos Nº 72, Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas 1999.  
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Suprema de Justicia del 18 de marzo de 1999 y su aclaratoria del 23 de marzo del 
mismo año, así como según fallo del 13 de abril de 1999.”9 

En todo caso, luego de constatar que el proceso constituyente de 1999 se 
inició mediante la convocatoria por el Presidente Chávez “de un referéndum 
consultivo para que el pueblo se pronunciase sobre la convocatoria de una 
Asamblea Nacional Constituyente, en cuya oportunidad, el convocante 
propuso las bases para la elección de los integrantes del cuerpo encargado de 
la elaboración del nuevo texto fundamental,” indicó que tales circunstancias 
iniciales se debieron a la ausencia en la Carta de 1961 de previsión alguna sobre 
la Asamblea Nacional Constituyente. 

Sin embargo, como se ha visto, en la Constitución de 1999, efectivamente 
conforme afirmó la Sala “la situación constitucional actual es totalmente 
diferente,” ya que en la misma ahora sí se regula la Asamblea Nacional 
Constituyente como una de las “tres modalidades de “revisión” constitucional: 
la enmienda, la reforma y la Asamblea Nacional Constituyente,” pasando la 
Sala con un simplismo que ni siquiera los libros escolares adoptaron, 
constatando que a pesar de que la Constitución reserva la convocatoria de la 
Asamblea Nacional Constituyente al pueblo en ejercicio del poder 
constituyente originario, sin embargo “no hay previsión alguna sobre un 
referéndum acerca de la iniciativa de convocatoria de una Asamblea Nacional 
Constituyente.” 

Luego pasó la Sala a afirmar que en su sesión Nº 41 de 9 de noviembre de 
1999, conforme al Diario de Debates de la Constituyente, en el desarrollo del 
debate “la propuesta del Constituyente Manuel Quijada de que el pueblo 
pudiera convocar a la Asamblea Constituyente mediante un referéndum, fue 
negada.” Ello es absolutamente falso. Al contrario, en el Diario de Debates lo 
que quedó claro es que la propuesta formulada sobre la convocatoria de la 
Asamblea Constituyente es que ello se haría mediante un “referendo de 
convocatoria.”10 Ese fue el espíritu de la discusión y el sentido de lo que fue 
aprobado al atribuirle al pueblo la potestad única de convocar la Asamblea, y 
evidente y lógicamente el pueblo solo puede convocarla mediante referendo. No 
hay otra forma., en esta materia, cómo el pueblo pueda manifestarse. 

La Sala luego pasó a referirse con argumentos no jurídicos y que de nada 
sirven para interpretar las normas constitucionales, que aun cuando el artículo 
71 de la Constitución al regular el derecho a la participación popular prevé el 

                                                        
9  Véase Allan R. Brewer-Carías, “La configuración judicial del proceso constituyente 

en Venezuela de 1999 o de cómo el guardián de la Constitución abrió el camino para 
su violación y para su propia extinción”, en Revista Jurídica del Perú, Año LVI, Nº 
68, 2006, pp. 55-130. 

10  Véase lo indicado en Allan R. Brewer-Carías, “La Asamblea Nacional Constituyente 
de 1999 aprobó que solo el pueblo mediante “referendo de convocatoria” convocar una 
Asamblea Constituyente: análisis del Diario De Debates. 17 de mayo de 2017, en 
http://allanbrewercarias.net/site/wp-content/uploads/2017/05/159.-doc.-Brewer.-
ANC-y-referendo-de-convocatoria.-17-5-2017.pdf. 
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referendo, supuestamente habría unas “circunstancias objetivas sobrevenidas” 
que “ambientarían” la premura del proceso de instalación de la Asamblea 
Nacional Constituyente, en medio de “un estado de excepción no concluido 
aún,” considerando que ello habría motivado al Presidente a tomar:  

“decisiones genéricas, expeditas y de profundidad constitucional, dentro de la 
cuales, por iniciativa del Presidente de la República se ha resuelto iniciar la 
convocatoria a una Asamblea Nacional Constituyente, que pueda en condiciones 
pacíficas poner de acuerdo al país en un nuevo Contrato Social, sin hacer uso en esta 
oportunidad, por tales circunstancias, de lo previsto en el citado artículo 71.” 

En fin, a pesar de que la Sala identificó como “uno de los rangos 
fundamentales distintivos que hacen de la Carta de 1999 una Constitución 
Social de nuevo tipo, es la opción por la democracia participativa y 
protagónica,” y reconocer que “el ejercicio directo” de la soberanía es decir, la 
democracia directa se “manifiesta en los medios de participación y 
protagonismo contenidos en el artículo 70 de la Constitución” entre los cuales 
está el referendo; sin embargo, en definitiva le negó al pueblo su derecho de 
participar y poder decidir en forma directa si convoca o no una Asamblea 
Nacional Constituyente. Para ello, luego de referencias y citas innecesarias 
sobre las formas de ejercicio de la soberanía, directa e indirecta, la Sala 
simplemente concluyó afirmando que:  

“El artículo 347, cuya interpretación se solicita, debemos necesariamente 
articularlo con el artículo 348, ambos del texto constitucional. En efecto, el pueblo de 
Venezuela es el depositario del poder constituyente originario y, en tal condición, y 
como titular de la soberanía, le corresponde la convocatoria de la Asamblea Nacional 
Constituyente. Pero la iniciativa para convocarla le corresponde, por regla general, a 
los órganos del Poder Público (el Presidente o Presidenta de la República en Consejo 
de Ministros; la Asamblea Nacional, mediante acuerdo de las dos terceras partes de sus 
integrantes; y los Concejos Municipales en cabildos, mediante el voto de las dos 
terceras partes de los mismos) quienes ejercen indirectamente y por vía de 
representación la soberanía popular. La única excepción de iniciativa popular de 
convocatoria es la del quince por ciento de los electores inscritos y electoras inscritas 
en el Registro Civil y Electoral.” 

Hasta aquí, la Sala sólo copió lo que dicen los artículos 347 y 348 de la 
Constitución, pero sin darle importancia alguna a lo que reconoce la sentencia 
en el sentido de que: 

“el pueblo de Venezuela es el depositario del poder constituyente originario y, en 
tal condición, y como titular de la soberanía, le corresponde la convocatoria de la 
Asamblea Nacional Constituyente,” 

concluyó en la forma más absurda que: 

“no es necesario ni constitucionalmente obligante, un referéndum consultivo previo 
para la convocatoria de una Asamblea Nacional Constituyente, porque ello no está 
expresamente contemplado en ninguna de las disposiciones del Capítulo III del Título 
IX.” 
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O sea que a pesar de que se diga que solo el pueblo como titular del poder 
constituyente originario puede convocar la Asamblea Nacional Constituyente, 
como no se identifica expresamente la forma como puede manifestar su 
voluntad que no es otra que a través de un referendo, simplemente se le quita 
su poder y se le asigna arbitrariamente al Presidente de la República, 
usurpándose así la voluntad popular. 

De lo que resulta la aberración constitucional de que ni más ni menos, para 
cambiarle una coma a un artículo constitucional el pueblo debe participar 
mediante un referendo, pero para sustituir en su totalidad de la Constitución 
por otra y crear un nuevo Estado al pueblo no deme participar mediante 
referendo, simplemente porque no se previó expresamente su forma de 
convocar la Asamblea Constituyente. 

El intérprete debió escudriñar en la Constitución cómo el pueblo podía 
convocar una Asamblea Constituyente, que no era otra vía que no fuera un 
referendo de convocatoria, pero no podía concluir que como no se indicaba 
expresamente dicha modalidad, entonces simplemente ya no tenía la potestad 
exclusiva de convocatoria que le da la Constitución.  

III. EL DESPRECIO A LAS PREVISIONES CONSTITUCIONALES 
DE 1999 POR EL JUEZ CONSTITUCIONAL, CONSIDERANDO 

AJUSTADAS A LAS MISMAS LAS INCONSTITUCIONALES  
“BASES COMICIALES” DICTADAS PARA LA CONFORMACIÓN 

DE LA ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE 

Por otra parte, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, mediante 
sentencia Nº 455 de 12 de junio de 2017, declaró sin lugar el recurso de nulidad 
de nulidad por inconstitucionalidad que había sido intentado por el abogado 
Emilio J Urbina, “actuando en su propio nombre” contra el Decreto Nº 2.878, 
de 23 de mayo de 201711 que estableció las “bases comiciales” para la 
integración de la Asamblea Nacional Constituyente12 convocada por el 
Presidente de la República mediante Decreto Nº 2830 de 1 de mayo de 2017; 
declarando, además, expresamente “la constitucionalidad” del mismo. 13 

La Sala Constitucional, para decidir, comenzó advirtiendo que ya había 
emitido el fallo antes comentado N° 378 del 31 de mayo de 2017, estableciendo 
su interpretación de los artículos 347 y 348 de la Constitución, antes 
comentada, donde simplemente decidió como antes hemos destacado, 
ignorando lo que regula la Constitución de que sólo el pueblo puede convocar 

                                                        
11  Véase en Gaceta Oficial Nº 41.156 de 23 de mayo de 2017. 
12  El decreto fue modificado mediante Decreto N° 2.889 de fecha 4 de junio de 2017, 

Gaceta Oficial N° 41.165 de 5 de junio de 2017. 
13  Véase sobre lo expuesto en esta Parte, el documento: “El Juez Constitucional vs. el 

pueblo, como poder constituyente originario,” (Sentencias de la Sala Constitucional 
Nº 378 de 31 de mayo de 2017 y Nº 455 de 12 de junio de 2017), 16 de junio de 2017, 
en http://allanbrewercarias.net/site/wp-content/uploads/2017/06/161.-doc.-Sobre-
proceso-constituyente-SC-sent.-378-y-455.pdf. 
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una Asamblea Nacional Constituyente, que “no es necesario ni 
constitucionalmente obligante, un referéndum consultivo previo para la 
convocatoria de una Asamblea Nacional Constituyente, porque ello no está 
expresamente contemplado en ninguna de las disposiciones del Capítulo III 
del Título IX (...);” y además, que ya el Consejo Nacional Electoral, mediante 
Resolución N° 170607-118, de 7 de junio de 2017, ya había dado su conformidad 
a las “Bases Comiciales para la Asamblea Nacional Constituyente.”  

Y luego pasó la Sala Constitucional a resumir, a desechar y a decidir lo que 
en su criterio fueron los alegatos fundamentales del recurrente sobre la 
inconstitucionalidad de las mencionadas bases comiciales, reduciéndolos a los 
siguientes: 

Primero: “a) Que en el primer Considerando del Decreto N° 2.878, se le asignan a 
la Asamblea Nacional Constituyente, atribuciones que exceden el artículo 347 de la 
Constitución de 1999, al proponer la construcción del socialismo y la refundación de la 
Nación venezolana.”  

Sobre este alegato, la Sala indicó que como se trató de una afirmación en 
los “Considerandos” del Decreto, la misma “no forma parte del texto de tal 
acto,” y no tiene “un contenido normativo,” considerando además que no 
contiene “en absoluto propuestas vinculantes para el órgano encargado de la 
elaboración del nuevo texto fundamental.” En definitiva, sobre ello, la Sala 
resolvió que: 

“menciones como la impugnada en un “Considerando”, son irrelevantes a los 
efectos de examinar la constitucionalidad del acto (decreto), salvo si se tratara del 
fundamento constitucional de su competencia; así se decide.”  

En fin, pura y simplemente una negativa a impartir justicia, negándose la 
Sala a decidir sobre la inconstitucionalidad alegada, en particular sobre la 
indicación de que la convocatoria a una Asamblea Constituyente tiene un 
propósito fundamental y es la construcción del socialismo, propuesta rechazada 
por el pueblo en el referendo de 2007 y por la cual nadie nunca ha votado; y 
además, con el propósito, no de reformar el Estado que es lo que autoriza la 
Constitución, sino de “refundar la nación” que no es lo mismo por más 
malabarismos que haga la Sala para confundir Nación con Estado.  

Como bien lo observó el impugnante, primero “proponer una ANC para 
introducir el socialismo, implica un flagrante fraude constitucional,” y 
segundo, “la ANC lo que pudiera en todo caso es refundar al Estado venezolano 
y su ordenamiento jurídico -in toto- por medio de una Nueva Constitución. 
Nunca, pero nunca, una ANC podría ser establecida para "REFUNDAR LA 
NACIÓN", sino al Estado, éste último, personificación jurídica de la Nación.” 

Segundo: “b) El Decreto Presidencial se encuentra en contradicción con el artículo 
4 de la Constitución y colide con el carácter universal del sufragio.” 

En relación con esta denuncia, la Sala se limitó a indicar que no advertía 
“violación alguna del contenido del artículo 4 del Título I de la Constitución 
vigente,” pues dicha “disposición ratifica el carácter federal descentralizado de 
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la República Bolivariana de Venezuela, ‘en los términos consagrados en esta 
Constitución.’” Agregó la sala, simplemente que: 

“Se sabe que el régimen federal venezolano tiene rasgos particulares que lo alejan 
de un Estado Federal clásico. Por ejemplo, desde 1945 el Poder Judicial es nacional (no 
estadal) y en la Carta de 1999 se eliminó el Senado, como Cámara representante de los 
estados como entidades federativas. Por otra parte, no se advierte en este artículo 
referencia alguna al carácter universal del sufragio. Así se declara.” 

Tercero: “c) Que se desconoce el modelo federal venezolano y se atenta contra el 
principio de la soberanía popular, prevista en el principio de proporcionalidad 
poblacional.”  

Sobre esta denuncia, la Sala Constitucional insistió en que “no observa del 
Decreto impugnado una violación al modelo federal venezolano” considerando 
que el recurrente como fundamento de esta denuncia de violación, para la 
elección de la Asamblea Constituyente proponía “asumir el itinerario electoral 
previsto en la Ley Orgánica de Procesos Electorales para las elecciones de los 
cuerpos colegiados (un concejo municipal, un consejo legislativo estadal o la 
Asamblea Nacional),” lo que a juicio de la Sala era diferente “por sus propios 
objetivos” que para “la conformación de un cuerpo o convención 
constituyente.” En este caso, a criterio de la Sala las normas que regulan esta 
materia “están contenidas en las Bases Comiciales que corresponde 
presentarlas al convocante,” que fueron “objeto de recursos jurisdiccionales y 
del control del Consejo Nacional Electoral, lo cual se ha dado en similares 
términos en la presente oportunidad.” Y nada más. 

Cuarto: “d) La falta de consulta popular de las Bases Comiciales, por oposición 
a la consulta por vía “referendaria” de las mismas en el proceso constituyente de 
1999.” 

Sobre esta denuncia, la Sala simplemente ratificó “lo decido en relación con 
el recurso de interpretación de los artículos 347 y 348 constitucionales, en su 
decisión 378/2017, por lo cual resulta inoficiosa pronunciarse de nuevo sobre 
este punto. Así se declara.” 

Quinto: “e) Usurpación de la soberanía popular por la soberanía territorial, al 
contemplar las bases comiciales inconstitucionales que los constituyentes territoriales 
representarán a los municipios y no a los ciudadanos.” 

En lo referente a esta denuncia la Sala al ratificar que conforme al artículo 
5 de la Constitución, el pueblo, titular de la soberanía, la ejerce tanto en forma 
indirecta, “mediante el sufragio, por los órganos que ejercen el Poder Público,” 
como en forma directa “mediante los medios de participación y protagonismo 
del pueblo en ejercicio de su soberanía,” que se mencionan en el artículo 70 
constitucional agregando respecto de “los mecanismos de ejercicio directo de 
la soberanía [que aún cuando] no exigen en principio el mecanismo del 
sufragio, en algunos casos es necesario utilizar los comicios, normalmente 
universales, directos y secretos, en virtud del carácter masivo de algunas 
comunidades.” 

Luego agregó la Sala, que estimaba imprescindible advertir: 
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“que en la democracia directa, que implica la organización de grupos humanos 
según su especialidad laboral, profesional, su condición social, la necesidad de su 
especificidad étnica o cultural o la especial protección que requiere una discapacidad 
física, motora o etaria; hace que el convocante pueda y/o deba resaltar tales 
circunstancias para que su participación y sus derechos no se “pierdan” en la masa.”  

Respecto del Estado federal, la Sala Constitucional reiteró su apreciación 
de que era de carácter particular, a cuyo efecto la Constitución, “al haber 
eliminado el Senado, ha instrumentado mecanismos para así asegurar en lo 
posible la igualdad de las entidades territoriales al margen del elemento 
cuantitativo de la población,” lo que no es cierto, argumentando que el artículo 
168 constitucional pauta que “cada entidad federal elegirá, además, tres 
diputados o diputadas” sin tener nada “que ver con la base poblacional” de los 
Estados, concluyendo que las bases comiciales establecieron “un mecanismo 
eleccionario particular que pretende una integración de la Asamblea Nacional 
Constituyente” que además de asegurar la personalización del sufragio:  

“garantice una adecuada representación territorial, a los fines de incorporar 
efectivamente a cada uno de los municipios que integran la República, en atención a su 
condición de “unidad política primaria de la organización nacional” (artículo 168 
eiusdem).”  

Concluyó la Sala afirmando que en el caso de la Asamblea Constituyente, 
lo que se ha buscado en las bases comiciales es “la personalización del sufragio 
y la representación nacional, a través de la unidad política fundamental: el 
municipio. 

Y en cuanto a la “representación sectorial” prevista en las bases comiciales, 
se limitó a indicar que: 

“está en la base de la democracia directa, contemplada en la Constitución y 
desarrollada por el legislador (ver sentencia N° 355 del 16 de mayo de 2017). Así se 
declara.” 

Por supuesto, todas afirmaciones a la ligera sin fundamento ni explicación, 
y no creíbles, cuando es bien sabido que las Leyes sobre los órganos del Poder 
Popular han ignorado al Municipio y han establecido en contra de la 
Constitución que la unidad política primaria son los Consejos Comunales y no 
los municipios.  

Sexto: “f) Desconocimiento del principio de organización comicial en 
representación proporcional a la población en base federal y su sustitución por 
representación territorial municipal.” 

Sobre esta denuncia, la Sala Constitucional estimó que en materia de 
convocatoria de una Asamblea Constituyente, sin consultar al pueblo, “el 
convocante de la Constituyente tiene la libertad de proponer las “Bases 
Comiciales,” como estime, recurriendo a un absurdo temporal y es afirmar que 
se aplica el “principio del paralelismo de las formas (en lo que respecta al 
proceso constituyente de 1999)” cuando aquél proceso se hizo al margen de la 
Constitución de 1961 y este convocado inconstitucionalmente en 2017 se hace 
supuestamente siguiendo lo pautado en la Constitución de 1999. 
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A juicio de la Sala Constitucional, antes de la elección de los 
constituyentistas lo único que debe verificarse es que las bases comiciales no 
traspasen los límites contenidos en el artículo 350 de la Constitución, en 
particular para asegurar:  

“la adecuada representación territorial, para que todos los municipios tengan voz y 
voto y el resultado de la Asamblea no implique la imposición de unos pocos estados 
cuantitativamente mayoritarios; la participación de sectores representativos de los 
cuerpos sociales que hagan realidad la democracia directa y los medios de participación 
y protagonismo del pueblo y de sus integrantes individuales (participación territorial) y 
comunitarios (participación sectorial).” 

Y así, la Sala simplemente dio por buena la representación de los territorios 
de los municipios y de sectores arbitrariamente definidos, y no de la población 
que en definitiva es el pueblo (representación poblacional), en una Asamblea 
Constituyente nada más y nada menos que para reformar el Estado, crear un 
nuevo ordenamiento jurídico y dictar una nueva Constitución. 

Séptimo: “g) Vicios de desfiguración del principio constitucional de la 
universabilidad (sic) del sufragio al contemplar la representación sectorial.”  

Sobre esto, en la sentencia la Sala Constitucional consideró que las “Bases 
Comiciales” respetaban “el concepto de la democracia participativa y el 
sufragio universal, directo y secreto,” al facultar “la presencia privilegiada de 
sectores sociales cuyo protagonismo ha sido destacado por el legislador, en 
particular a través de las leyes del poder popular,” indicando por último que la 
escogencia de los constituyentistas debe hacerse “en el ámbito territorial y 
sectorial, mediante el voto universal, directo y secreto” no habiendo a juicio de 
la Sala, “violación alguna del principio constitucional del sufragio.” 

Y eso fue todo lo resuelto en la sentencia. 
Las bases comiciales formuladas por el Presidente de la República, 

usurpando la voluntad popular misma, al contrario de lo sostenido por la Sala 
Constitucional, son violatorias de la Constitución, primero por usurpación de 
autoridad del pueblo, pues solo el pueblo es el que puede aprobar las bases 
comiciales para elegir los constituyentes, y siendo la Asamblea Nacional 
Constituyente un órgano del pueblo, tiene que representar al pueblo de 
Venezuela en su conjunto. Para ello, el sistema de elección de los 
constituyentes tienen que asegurar la representación de todo el pueblo, y no 
hay otra forma de determinar el pueblo que no sea por el número de habitantes, 
lo que excluye fórmulas de representación territorial, como la “representación 
de municipios” independientemente de su población; y de “representación 
sectorial” arbitrariamente establecida, cuando la única admitida en la 
Constitución e la representación de los pueblos indígenas. 

En este caso, una vez más, la Sala Constitucional sin duda tenía 
instrucciones de cómo debía decidir de acuerdo con lo que había ya decretado 
el Presidente de la República, y nada más. 

Y lo más grave, la Sala terminó decidiendo, no sólo declarar sin lugar el 
recurso intentando, negándose a impartir justicia, sino declarando de antemano, 
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y Urbi et Orbi, la “constitucionalidad” del decreto impugnado con lo cual con 
ello se anticipó a decir que desechará en el futuro cualquier otro recurso de 
nulidad por inconstitucionalidad, así los fundamentos del mismo sean otros. 14 

Y eso fue precisamente lo que ocurrió con el recurso de nulidad por 
inconstitucionalidad intentado por la Fiscal General de la República y otros 
altos funcionarios del Ministerio Público contra el mismo Decreto que 
estableció las “bases comiciales” de la Constituyente fraudulenta, que la Sala 
mediante sentencia N° 470 de 27 de junio de 201715 declaró inadmisible, 
precisamente por haber operado la cosa juzgada sentada en dicha sentencia Nº 
455 de 12 de junio de 2017 que ya había “juzgado la constitucionalidad” del 
Decreto. 

Madrid / Heidelberg / New York, 4-28 junio de 2017. 
 

                                                        
14  Como lo indicó el profesor Emilio Urbina, recurrente en el caso, haciendo el decreto, 

“inmune a cualquier otra acción," o sea declarándolo como no controlables por el 
Poder Judicial. Véase los comentarios a la sentencia en Emilio J. Urbina, “El Apartheid 
criollo socialista: La interpretación constitucional como creadora de discriminación 
política. Los efectos de la sentencia 455/2017 de la Sala Constitucional Constituyente,” 
19 de junio de 2017. 

15  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/junio/200380-470-27617-2017-
17-0665.HTML  


